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Hay pocas señales sobre la posibilidad de superar definitivamente en Colombia la crisis de violencias que ya lleva medio siglo. Los anuncios en la campaña electoral indican que desde el gobierno  se seguirá en la misma línea que se inició en 2002 con su enfoque prioritariamente militar, de control territorial y de consolidación de zonas con un esquema de cambiar desplazamiento y no retorno por repoblamiento apoyado por inversionistas emergentes y macroproyectos.
Los éxitos de la fuerza pública en contra de las FARC, que termina este periodo con la Operación Camaleón, ha reforzado la idea de que no se necesita una política de paz desde el gobierno. Las FARC fueron derrotadas en su jugada estratégica de mostrarse como potencia militar capaz de retar al Estado manteniendo en su poder a decenas de rehenes y de militares cautivos para imponer un canje. Las exigencias humanitarias de la población civil fueron asfixiadas por el forcejeo alrededor de ese canje, a pesar de seguir sometida en regiones críticas al desplazamiento, militarización, falsos positivos, fosas comunes, desaparición, fusilamiento de supuestos informantes o “sapos”, asesinatos selectivos de líderes, minas antipersona, reclutamiento de niños, bombardeos y fumigaciones.
Las cifras de infracciones a los derechos humanos y al DIH, consolidadas por el CINEP, muestran cambios importantes en la última década con caída vertical de la tasa de homicidios políticos, secuestros, tortura y de iniciativas militares de todos los actores. Pero eso no significa que se haya llegado a indicadores aceptables desde el punto de vista humanitario, que se haya  superado la impunidad,  ni que se tenga respuesta a cerca de cuatro millones de víctimas o la continuidad del desplazamiento y la violencia. Nuevos y viejos grupos armados de narcoparamilitares siguen recomponiéndose, las guerrillas aunque debilitadas  mantienen presencia en zonas de su retaguardia y la ocupación de territorios por la fuerza pública sigue  imponiendo de hecho un Estado de Sitio por regiones.

A pesar del escepticismo que se desprende de la ausencia de programas de paz en las campañas, el cambio de gobierno es la oportunidad para volver sobre la necesidad de una política de Estado para la construcción de paz y no violencia. Desde la sociedad civil y las organizaciones propaz y derechos humanos se ha propuesto un Nuevo Diálogo Civil  con el gobierno que se  inicia el 7 de agosto y en el periodo de empalme y se han indicado agendas para una primera ronda: 1. Evaluar la propuesta de Acuerdo de Mínimos para la Paz y la Reconciliación presentada por la Comisión de Conciliación Nacional con el respaldo de organizaciones de todo el país. Incluye la discusión del tema de la solución política.  2. Definir una ruta para poner en marcha el Consejo Nacional de Paz y darle importancia como asesor de paz permanente como dice la ley. 3. Formular un proyecto de acuerdos humanitarios en los temas del Protocolo II. 4. Promover  la formulación de un Programa Nacional de Construcción de Paz.   
No hay motivo para muchas ilusiones sobre ese Nuevo Dialogo Civil por la paz, pero lo último que hay que hacer en este país es declinar la búsqueda de espacios para la paz. Así que quedan convocados todos los tercos y tercas de la paz. 
